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CONSEJERIA DE TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES

ORDEN de 22 de enero de 1996, de convo-
catoria y desarrollo de los Programas de Formación
Profesional Ocupacional de la Junta de Andalucía,
establecidos en el Decreto que se cita.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Las medidas de acción positiva en favor del empleo
en nuestra Comunidad Autónoma fueron acordadas con
los agentes sociales en el Pacto Andaluz por el Empleo
y la Actividad Productiva de 13 de febrero de 1995, cuya
fecha de vigencia se extiende hasta el 31 de diciembre
de 1996.

En cumplimiento del mismo se articuló el Decreto
28/1995 de 21 de febrero que establecía los Programas
de Formación Profesional Ocupacional de la Junta de
Andalucía, el cual regula las modalidades de ejecución
de estos Programas, cuyas condiciones, plazos y demás
requisitos se establecen en la presente Orden.

De acuerdo con lo anterior y con lo dispuesto en el
artículo 21 de la vigente Ley de Presupuesto, se realiza
esta convocatoria para el ejercicio 1996.

En su virtud, y en uso de las atribuciones que le confiere
la Disposición Final Primera del Decreto 28/1995 de 21
de febrero de 1995, consultados los Agentes Sociales y
Económicos miembros del Consejo Andaluz de Formación
Profesional y a propuesta de la Dirección General de For-
mación Profesional y Empleo

D I S P O N G O

Artículo 1.º Solicitudes.
Uno. Las entidades que deseen acogerse a las sub-

venciones previstas en el Decreto 28/95, de 21 de febrero
por el que se establecen los Programas de Formación Pro-
fesional Ocupacional de la Junta de Andalucía, presen-
tarán sus solicitudes en los modelos normalizados que al
efecto se le facilitarán en las Delegaciones Provinciales
de la Consejería de Trabajo y Asuntos Sociales.

Dos. Las citadas solicitudes deberán ser presentadas
en un plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
a la publicación de esta Orden en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía.

Tres. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior,
podrán atenderse con carácter excepcional las solicitudes
que se presenten con fecha posterior al plazo establecido.

Cuatro. Sin perjuicio de lo establecido en la Ley
30/1992, de 26 de diciembre, las solicitudes se presen-
tarán en la Delegación Provincial de la Consejería de Tra-
bajo y Asuntos Sociales correspondiente a ámbito territorial
en el que se proponga llevar a cabo las acciones
formativas.

Cinco. Aquellas solicitudes que recojan acciones for-
mativas cuyo ámbito territorial abarque dos o más pro-
vincias, así como aquéllas que contemplen acciones a
desarrollar al amparo del artículo 9.º del Decreto 28/1995,
se presentarán en la Dirección General de Formación Pro-
fesional y Empleo de la Consejería de Trabajo y Asuntos
Sociales.

Artículo 2.º Documentación.
Uno. A la solicitud deberá adjuntarse la siguiente

documentación:

1. Fotocopia compulsada de la Tarjeta de Identifica-
ción Fiscal, si la entidad solicitante no se encuentra homo-
logada como Centro Colaborador.

2. Si se actúa mediante representación, acreditación
de la misma, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo
32 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento
Administrativo Común.

Dos. Cuando para la ejecución de las acciones del
proyecto se proponga la colaboración de un agente exter-
no, deberá aportarse respecto del mismo la siguiente
documentación:

- Fotocopia compulsada de la Tarjeta de Identificación
Fiscal, y en su caso, acreditación de la representación,
de acuerdo con lo establecido en el apartado anterior.

- Condiciones en las que se establece la colaboración.

Artículo 3.º Subsanación y mejora de solicitudes.
Uno. Recibidas las solicitudes, las Delegaciones Pro-

vinciales de la Consejería de Trabajo y Asuntos Sociales
o, en su caso, la Dirección General de Formación Pro-
fesional y Empleo, comprobarán que se hallan debida-
mente cumplimentadas y documentadas de conformidad
con lo establecido en el Decreto 28/1995 y en esta Orden,
procediendo, de no ser así, a requerir al interesado para
que en el plazo de 10 días subsane las insuficiencias obser-
vadas. Transcurrido dicho plazo sin que este hecho se pro-
duzca, se archivará el expediente sin más trámite, de acuer-
do con lo dispuesto en la Ley 30/1992 de 26 de Noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y de Procedimiento Administrativo Común.

Dos. De acuerdo con lo dispuesto en la citada Ley,
en su artículo 71.3, se podrá recabar del solicitante la
modificación o mejora voluntaria de los términos de la
solicitud. Igualmente podrá recabarse del solicitante cuanta
documentación fuese necesaria para un adecuado estudio
del proyecto.

Tres. Efectuadas las comprobaciones necesarias, las
Delegaciones Provinciales y la Dirección General de For-
mación Profesional y Empleo en su caso, llevarán a cabo
el estudio técnico de las solicitudes considerando a efectos
de la valoración de cada proyecto las prioridades esta-
blecidas en la presente Orden.

Artículo 4.º Criterios de selección de las acciones.
Uno. Serán consideradas prioritarias las acciones que

contengan un mayor compromiso de contratación laboral
de los participantes en las mismas.

Dos. Asimismo, la prioridad en la selección de los
proyectos presentados se valorará teniendo en cuenta los
siguientes criterios:

1. Si las acciones son propuestas por entidades que
en años anteriores han colaborado con la Consejería de
Trabajo y Asuntos Sociales, que éstas hayan alcanzado
un mayor índice de inserción de los alumnos formados
y se haya observado un óptimo grado de cumplimiento
en el seguimiento y evaluación de las acciones, así como
en la justificación de los gastos.

2. La idoneidad del centro en el que se va a impartir
la formación, teniendo en cuenta el nivel de adecuación
de las instalaciones, aulas y talleres a las exigencias de
las acciones formativas propuestas.

3. La adecuación del perfil del personal docente, del
material didáctico disponible, de la metodología y con-
tenido del programa propuesto, así como de cualquier
otro factor que afecte a la calidad de la formación.
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4. La adecuación de las especialidades propuestas a
los requerimientos formativos de la zona donde pretendan
desarrollarse, o a las necesidades de cualificación de los
colectivos a los que vayan dirigidos.

5. Que la entidad solicitante aporte la identidad de
empresas que se hallen en disposición de colaborar con
la Consejería de Trabajo y Asuntos Sociales en la rea-
lización de prácticas profesionales de acuerdo con lo dis-
puesto en el art. 12 de esta Orden.

Artículo 5.º Resolución solicitudes.

El periodo de resolución de cuantas solicitudes se for-
mulen será de 6 meses desde su presentación, pudiendo
entenderse desestimadas aquellas sobre las que en dicho
plazo no recaiga resolución expresa, o no sean objeto
de un Convenio de Colaboración.

Artículo 6.º Captación y selección de alumnos/as.

Uno. Para la captación y selección, en su caso, de
las personas que participen como alumnos en los cursos,
se tendrá en cuenta las condiciones y requisitos exigidos
por el Decreto 28/1995 para cada uno de los Programas
en él descritos, atendiéndose igualmente al perfil requerido
para seguir las enseñanzas de cada curso.

Dos. Estos requisitos y demás condiciones para el acce-
so a un curso, deberán cumplirse en la fecha en que finalice
el plazo de admisión de solicitudes y habrán de ser acre-
ditadas por los candidatos en el momento de presentación
de la misma.

Tres. Antes del comienzo de cada curso dirigido a
personas desempleadas, las correspondientes Delegacio-
nes Provinciales de la Consejería de Trabajo y Asuntos
Sociales recabarán la colaboración de las Direcciones Pro-
vinciales del INEM, con objeto de llevar a cabo la captación
de alumnos. Asimismo, realizarán la oportuna difusión de
la convocatoria, pudiendo contar para ello con la cola-
boración de la entidad responsable de su ejecución.

Cuatro. Las personas desempleadas interesadas en
participar en un curso, cumplimentarán la solicitud de
admisión en el modelo establecido para ello, presentán-
dola en el plazo y lugar que se indique en la convocatoria
del mismo.

Cinco. Cuando el número de interesados en participar
en un curso sea superior al de plazas previstas, las Dele-
gaciones Provinciales de la Consejería de Trabajo y Asuntos
Sociales, en colaboración con la entidad que imparta el
curso, procederán a la selección de los alumnos a formar
y de los candidatos en reserva. Para ello se tendrán en
cuenta la antigüedad como demandantes de empleo, la
experiencia laboral, el haber realizado otro curso en el
mismo año, y la cualificación profesional de los aspirantes;
pudiendo igualmente aplicarse las pruebas que se estimen
necesarias.

Seis. Cuando como resultado de procesos de orien-
tación o calificación profesional de personas desemplea-
das, fuere necesaria la incorporación de éstas a una acción
formativa para completar o adecuar su itinerario profe-
sional, los/as Delegados/as Provinciales de esta Consejería
podrán acordar la reserva de un número de plazas para
la inclusión de estas personas.

Siete. Si los destinatarios de la formación son personas
ocupadas la selección se efectuará por la propia empresa,
previa consulta de los representantes de los trabajadores.

Artículo 7.º Derechos de los alumnos/as.
Uno. Los alumnos/as deberán tener cubiertos los ries-

gos de accidente que pudieran producirse como conse-
cuencia de la asistencia a los cursos, así como de la fase
de prácticas profesionales en empresas que pudieran
realizar.

Dos. Las Delegaciones Provinciales de la Consejería
de Trabajo y Asuntos Sociales expedirán el correspondiente
Certificado de Participación a quienes finalicen el curso
con aprovechamiento. En el citado Certificado se hará
constar el título del curso, la entidad que lo ha impartido,
la duración en horas y el programa de contenidos
desarrollado.

Artículo 8.º Ayudas a los alumnos/as desemplea-
dos/as.

Uno. Los alumnos/as podrán percibir ayudas en con-
cepto de transporte, manutención y alojamiento cuando
las condiciones de acceso a la formación y las prácticas
profesionales en empresas así lo requieran, siendo com-
petencia de la correspondiente Delegación Provincial de
Trabajo y Asuntos Sociales, la aprobación de las mismas
en función de la distancia y medios de transporte que exis-
tan en la zona.

Dos. Se podrán percibir ayuda de transporte y manu-
tención cuando sea preciso desplazarse para asistir a un
curso, de un municipio a otro, distantes entre sí, por lo
menos 50 Kms. y siempre que las clases sean en jornada
de mañana y tarde. A tal efecto el alumno/a deberá pre-
sentar el certificado de empadronamiento y residencia
expedido por el Ayuntamiento de la localidad de su domi-
cilio. En caso de existir contradicción entre este dato y
el que figura como domicilio en la tarjeta de demandante
de empleo, se estará a este último.

De no reunir todas las condiciones señaladas en el
párrafo anterior el alumno/a podrá solicitar una ayuda
en concepto de transporte si ha de trasladarse de un muni-
cipio a otro.

Tres. Se podrán percibir ayudas por alojamiento y
manutención cuando el alumno/a deba desplazarse 100
o más Kms. para asistir a los cursos desde el lugar de
su domicilio, salvo que por las facilidades de la red de
transporte existente, los desplazamientos puedan efectuarse
con oportunidad y rapidez antes y después de las clases
a criterio de la Delegación Provincial competente. El gasto
real de alojamiento se justificará por medio de contrato
de arrendamiento, factura de hospedaje o cualquier otro
medio documental acreditativo.

Cuatro. La ayuda en concepto de transporte y manu-
tención tendrá una cuantía de 1.500 ptas./día lectivo. En
el supuesto al que alude el párrafo último del apartado
Dos de este artículo, la ayuda será de 10 ptas./Km. hasta
un máximo de 1.000 ptas./día. La ayuda en concepto
de alojamiento y manutención tendrá una cuantía de 7.600
ptas./día natural, pudiendo en este supuesto el alumno/a
percibir igualmente la cuantía correspondiente de los des-
plazamientos inicial y final.

Cinco. Las personas desempleadas con minusvalía,
podrán percibir una ayuda por valor de 725 ptas./día lec-
tivo en concepto de beca por asistencia al curso, siempre
y cuando no estén percibiendo prestaciones o subsidio por
desempleo.

Seis. Las mujeres desempleadas con responsabilidades
en el cuidado de hijos menores de 6 años, podrán percibir
una ayuda en concepto de guardería para éstos de 700
ptas. por día lectivo e hijo/a.
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Siete. El derecho a la percepción de las ayudas reco-
gidas en este artículo estará, en todo caso condicionado
a la disponibilidad presupuestaria y exigirá que la jornada
lectiva del curso en cuestión no sea inferior a 4 horas
diarias, pudiéndose computar a tal efecto el tiempo de
formación recibida en prácticas en empresas.

Ocho. Estas ayudas se tramitarán a instancia del inte-
resado/a que deberá solicitarlo en la correspondiente Dele-
gación Provincial de la Consejería de Trabajo y Asuntos
Sociales, tendrán carácter mensual y se abonarán al final
del curso.

Con carácter excepcional y siempre que el curso tuviera
una duración superior a tres meses, el alumno/a podrá
percibir durante el segundo mes y los meses posteriores
un anticipo equivalente a la cuantía mensual de la ayuda
y/o beca.

Nueve. Las ayudas establecidas en los apartados ante-
riores se devengarán a partir del día del inicio de los cursos.
No obstante las ayudas de alojamiento y manutención,
cuando sea necesario, incluirán el día inmediatamente
anterior y posterior a las fechas de inicio y finalización
del mismo.

Diez. La pérdida del derecho a estas ayudas tendrá
lugar desde el día en que se produzca el motivo de exclusión
de un curso, no concediéndose ayuda alguna en los días
en que se produzcan faltas de asistencia, sean o no
justificadas.

Once. Las Delegaciones Provinciales de la Consejería
de Trabajo y Asuntos Sociales podrán reclamar a los alum-
nos las cantidades que en concepto de subvención o ayuda
económica hubieran percibido indebidamente.

Artículo 9.º Obligaciones de los alumnos/as.
Uno. Quienes participen en los cursos, tanto desem-

pleados como trabajadores en activo, tienen la obligación
de asistir y seguir los mismos con aprovechamiento, no
pudiendo en ningún caso, participar simultáneamente en
más de un curso.

Dos. Serán causas de exclusión de los cursos, y de
pérdida de la beca y/o ayuda asignada por la asistencia
a los mismos, las siguientes:

1. Tener tres faltas de asistencia no justificadas en
el mes.

2. No seguir el curso con el suficiente aprovechamiento
a criterio de los responsables del mismo.

Artículo 10.º Cobertura de vacantes.
Uno. Cuando por los motivos indicados o por bajas

voluntarias de quienes participen en un curso se produzcan
vacantes en el mismo éstas podrán ser cubiertas por aspi-
rantes que hubiesen quedado en reserva como resultado
del proceso de selección.

Dos. Las vacantes podrán ser cubiertas siempre que,
a juicio de los responsables del curso, las personas que
se incorporen puedan seguir las clases con aprovecha-
miento. No obstante en ningún caso se cubrirán vacantes
cuando se haya impartido el 25% de las horas de duración
del curso.

Artículo 11.º Acciones formativas dirigidas a personas
ocupadas.

Uno. Cuando se suscriban Convenios de Colaboración
con empresas concretas, o se concedan subvenciones a
las mismas al amparo de los distintos Programas esta-
blecidos en el Decreto 28/1995, se estará a lo dispuesto

en el artículo 64.Uno.Tres.c), del Estatuto de los Tra-
bajadores.

Dos. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13.Seis
del Decreto anteriormente citado, cuando las acciones ten-
gan como beneficiarios a personas ocupadas, las empresas
en las cuales estén contratadas, deberán asumir parte de
los costes asociados a dichas acciones, haciéndose constar
en la Resolución la aportación de las citadas empresas
que supondrán al menos el 10% del coste de las acciones,
el cual será deducido del importe de la subvención.

Artículo 12.º Prácticas profesionales.
Uno. Las acciones formativas dirigidas a desempleados

podrán contar con una fase de prácticas profesionales,
adecuadas a los conocimientos teóricos impartidas en
empresas, organismos públicos, y otras entidades; sin que
de ello se deduzca la existencia de relación laboral alguna
entre éstas y los alumnos/as.

Dos. El periodo de prácticas profesionales tendrá una
duración máxima de 40 jornadas, contando éstas con un
mínimo de 4 horas diarias, y no deberá superar al periodo
de formación teórico-práctica. Estas prácticas profesionales
se realizarán durante la impartición del curso o a con-
tinuación del mismo, sin que entre ambas fases transcurran
más de 15 días.

Tres. Para la realización de estas prácticas las Dele-
gaciones Provinciales de la Consejería de Trabajo y Asuntos
Sociales suscribirán Convenios de Colaboración con las
entidades citadas en el apartado Uno de este artículo. En
estos convenios se especificarán el número de alumnos/as
que la entidad puede recibir en prácticas, las especiali-
dades que podrán practicarse, los lugares, horarios y con-
tenidos de las mismas.

Cuatro. Las entidades designarán de entre sus emplea-
dos un tutor o tutores que asesorará a los alumnos y super-
visarán su actividad. Asimismo, a la finalización de las
prácticas facilitarán a los alumnos/as una acreditación de
las prácticas realizadas.

Cinco. Las empresas en las que se realicen estas prác-
ticas profesionales podrán recibir de la Delegación Pro-
vincial de la Consejería de Trabajo y Asuntos Sociales
correspondiente al ámbito provincial de las mismas, en
compensación por los gastos que puedan producirse, una
cantidad de hasta 1.500 ptas. por persona y día de prác-
ticas, incluida la póliza suplementaria de accidente que
deberán suscribir.

Seis. Al comienzo de la acción formativa que incluya
una fase de prácticas profesionales, las Delegaciones Pro-
vinciales de la Consejería de Trabajo y Asuntos Sociales
correspondientes al ámbito provincial en que se lleve a
cabo, comunicarán o la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social la identidad de los alumnos/as y de la empresa
en la que se va a ejecutar, así como el horario de las
mismas.

Siete. Las entidades que presten sus instalaciones y
medios para el desarrollo de estas prácticas, comunicarán
previamente a los representantes legales de los trabaja-
dores del Centro de trabajo donde vayan a realizarse la
relación nominal de los alumnos/as que participen el con-
tenido y el horario de las mismas.

Artículo 13.º Cuantificación de las ayudas.
En virtud de lo establecido en el artículo 15 del Decreto

28/1995 de 21 de febrero, la Consejería de Trabajo y
Asuntos Sociales podrá conceder ayudas que cubran los
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costes derivados de la ejecución de las acciones formativas,
y de asistencia técnica para la mejora de la Formación
Profesional Ocupacional aprobadas. En la cuantificación
de las ayudas para la ejecución de acciones formativas
será de aplicación lo dispuesto en la Orden de 13 de
abril de 1994, modificada por Orden de 20 de septiembre
de 1995, por la que se dictan normas de desarrollo del
Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, por el que se
regula el Plan Nacional de Formación e Inserción Pro-
fesional.

Artículo 14.º Devengo de las ayudas.
Uno. La Dirección General de Formación Profesional

y Empleo y las Delegaciones Provinciales de la Consejería
de Trabajo y Asuntos Sociales, aprobada la subvención
ordenarán un abono en concepto de anticipo del 75%
de la cuantía total establecida, liquidándose el resto una
vez finalizado cada uno de los cursos. Esta liquidación,
en lo relativo a la parte B del módulo correspondiente,
se realizará en función del número de horas de cada uno
de los cursos, y del número de alumnos que hayan ter-
minado, o de los que se pueda justificar que han recibido
la práctica totalidad de la formación, entendiéndose por
ello un mínimo del 75% de las horas lectivas.

Se computarán como alumnos finalizados aquellos que
precisen abandonar el curso anticipadamente por haber
encontrado un empleo, siempre que tal hecho sea acre-
ditado y que el número de alumnos que finalice no supere
al de los programados.

Dos. Con carácter previo a la ordenación de cada
uno de los pagos, deberá adjuntarse la documentación
acreditativa de estar al corriente del pago de las obli-
gaciones fiscales y de las cuotas de la Seguridad Social,
quedando exoneradas de acreditar estos extremos las enti-
dades que determina la Orden de la Consejería de Hacien-
da y Planificación de 13 de diciembre de 1989 (BOJA
núm. 102, de 26 de diciembre de 1989).

Asimismo, deberá adjuntarse certificación bancaria
acreditativa de la titularidad de la cuenta corriente en la
que habrá de ingresarse la subvención.

Tres. Siempre que la Entidad reciba un anticipo o frac-
ción de la ayuda concedida deberá presentar en la Dele-
gación Provincial de Trabajo y Asuntos Sociales corres-
pondiente o en la Dirección General de Formación Pro-
fesional y Empleo, según el órgano competente en un plazo
de 10 días desde su ingreso, certificado de haberlo incor-
porado a su presupuesto o a su contabilidad, con expresión
del asiento contable practicado.

Cuatro. No obstante lo dispuesto anteriormente, cuan-
do las peculiaridades de la acción y características del
curso lo aconsejen, la Consejería de Trabajo y Asuntos
Sociales podrá utilizar otros criterios de cuantificación de
las ayudas, así como realizar de otro modo el abono de
las mismas, siendo necesario para ello que la entidad soli-
citante adjunte a la solicitud la previsión de coste que inclui-
rá, si ello fuera necesario, el coste que suponga la rea-
lización de un desplazamiento para la formación.

Artículo 15.º Justificaciones y liquidación.
Uno. Para la acreditación de la finalización de cada

uno de los cursos y a efectos de justificar la correcta uti-
lización de la subvención concedida, la entidad subven-
cionada certificará dicha circunstancia así como los gastos
realizados de acuerdo con lo establecido en el Convenio
de Colaboración o en la Resolución de concesión de la
citada subvención. Entre dichos gastos podrá incluirse hasta
un 10% de los costes abonables efectivamente realizados,
justificados e imputables a cada curso, para compensar
gastos de difícil justificación, siempre que no supere el

total del módulo subvencionado. Todo ello se llevará a
cabo en el plazo máximo de 30 días a contar desde la
terminación del curso y en su defecto se le podrá declarar
decaído en su derecho el pago pendiente de abonar.

Dos. En caso de que exista autorización para la eje-
cución de los cursos a través de un Agente Externo, el
acuerdo que dé lugar a dicha colaboración deberá incluir
la obligación de éste de justificar, ante la entidad bene-
ficiaría todos los gastos ocasionados por el desarrollo de
los cursos, de acuerdo con los costes subvencionados, que-
dando dicho Agente Externo sometido a las posibles ins-
pecciones y requerimientos de documentación contable de
dichos gastos por parte de los Organos competentes de
la Junta de Andalucía.

Tres. Al objeto de favorecer las justificaciones y cual-
quier inspección o requerimiento de documentación de los
gastos realizados la entidad beneficiaria, así como en su
caso el Agente Externo, deberán recoger en su contabilidad
los gastos imputados a cada uno de los cursos o acciones
subvencionadas de modo separado o con cualquier otro
procedimiento que permita su inequívoca identificación.

Artículo 16.º Publicidad.
Las entidades que participen en el desarrollo de los

Programas previstos en el Decreto 28/1995, deberán
manifestar de modo expreso la colaboración de la Con-
sejería de Trabajo y Asuntos Sociales y del Fondo Social
Europeo en todas las actuaciones que la ejecución del
Proyecto requiera. Para ello se tendrá en cuenta lo dis-
puesto en la Decisión de la Comisión de 31 de mayo
de 1994, sobre actividades de información y publicidad
que se deban llevar a cabo en los Estados miembros, en
relación con la intervención de los Fondos Estructurales
y del Instrumento financiero de orientación de la pesca.
(DOCE núm. L 152/39).

Artículo 17.º Elaboración material didáctico.
Cuando tuviera que elaborarse el contenido teóri-

co-práctico de las acciones formativas subvencionadas con
cargo a los Programas del citado Decreto, un ejemplar
de los mismos deberá ser remitido a la Consejería de Tra-
bajo y Asuntos Sociales, pudiendo ésta darle la utilidad
que considere conveniente.

Artículo 18.º Comisiones mixtas.
Uno. A fin de coordinar las acciones formativas que

se realicen, las Delegaciones Provinciales de Trabajo y
Asuntos Sociales y la Dirección General de Formación Pro-
fesional y Empleo podrán constituir Comisiones Mixtas con
funciones de preparación, seguimiento y evaluación de las
actuaciones derivadas de la resolución de concesión de
subvención o del convenio suscrito al efecto, contando
para ello con las siguientes facultades:

- Autorizar y denegar prórrogas de los plazos esta-
blecidos.

- Modificar los cursos objeto de subvención.
- Modificar el lugar de impartición y/o el horario lectivo

de los cursos.
- Autorizar el cambio, la incorporación o la exclusión

de agentes externos.

Dos. Dichas facultades se ejercen sin perjuicio de que
por razones de oportunidad sea procedente además dictar
Resolución complementaria o suscribir Addenda al Con-
venio de Colaboración.

Tres. Las citadas Comisiones Mixtas estarán consti-
tuidas por representantes de la Consejería de Trabajo y
Asuntos Sociales y de la Entidad beneficiaria. Su compo-



BOJA núm. 22Página núm. 1.564 Sevilla, 15 de febrero 1996

sición, según el ámbito geográfico donde se desarrollen
las acciones formativas será la siguiente:

1. Para los proyectos de carácter multiprovincial: El
Director General de Formación Profesional y Empleo o
persona en quien delegue, que la presidirá; un represen-
tante de la Dirección General de Formación Profesional
y Empleo, y dos representantes cualificados de la Entidad,
siendo uno de éstos el responsable del proyecto.

Podrán convocarse asimismo, si se estimara conve-
niente en función del orden del día, representantes de las
Delegaciones Provinciales en las que tengan lugar las
acciones.

2. Para los proyectos de carácter uniprovincial: El Dele-
gado de la Consejería de Trabajo y Asuntos Sociales de
la provincia en que tenga lugar la acción, o persona en
quien delegue, que la presidirá; un representante de la
Delegación Provincial y dos representantes cualificados de
la Entidad, siendo uno de éstos el responsable del proyecto.

Artículo 19.º Seguimiento de las acciones.
Uno. Las Delegaciones Provinciales de la Consejería

de Trabajo y Asuntos Sociales con independencia de las
actuaciones que al efecto ponga en marcha la Dirección
General de Formación Profesional y Empleo, realizarán
las tareas de control y seguimiento de las acciones, velando
por el correcto cumplimiento de las condiciones previstas
en la presente Orden, en el Decreto que desarrolla y en
las Resoluciones y Convenios suscritos.

Dos. Al objeto de favorecer el seguimiento de las accio-
nes a ejecutar, las entidades que participen en el desarrollo
de los programas previstos en el Decreto de referencia,
deberán remitir a las Delegaciones Provinciales de la Con-
sejería de Trabajo y Asuntos Sociales de aquellas provincias
donde tengan lugar las acciones formativas, al menos 30
días antes de la fecha de comienzo prevista para el curso,
la ficha técnica del mismo, que habrá de ser visada y
se mantendrá a disposición de los alumnos.

Tres. Del mismo modo, iniciado el curso, las entidades
enviarán la ficha de curso y de los alumnos a la corres-
pondiente Delegación Provincial. Igualmente comunicarán,
al menos con carácter mensual, las incidencias detectadas
en la ejecución de las acciones subvencionadas, y remitirán
los listados de asistencia.

Cuatro. Finalizado cada curso, las citadas entidades
deberán remitir en el plazo de 10 días, a las Delegaciones
Provinciales la relación de alumnos con su calificación de
aptos o no aptos. Transcurridos tres meses desde la fina-
lización de las acciones formativas deberá remitirse, asi-
mismo, informe en el que se haga constar el grado de
inserción laboral de los beneficiarios de las acciones for-
mativas dirigidas a desempleados.

Cinco. No obstante lo dispuesto en los apartados ante-
riores las Delegaciones Provinciales de Trabajo y Asuntos
Sociales y la Dirección General de Formación Profesional
y Empleo podrán requerir cuanta documentación consi-
deren necesaria y realizar inspecciones en cualquier
momento, para comprobar la adecuada ejecución del
proyecto.

Artículo 20.º Evaluación.
La Consejería de Trabajo y Asuntos Sociales realizará

la evaluación de las acciones que se desarrollen al amparo
de la presente Orden, haciendo especial hincapié en el
nivel de inserción laboral alcanzado por las personas
desempleadas participantes en los cursos, la calidad de
la formación impartida y de los medios dispuestos por las
entidades colaboradoras, así como del cumplimiento que

las mismas hagan de los extremos que se establecen. Los
resultados de la citada evaluación serán utilizados por la
Consejería de Trabajo y Asuntos Sociales como base para
el desarrollo posterior de los programas de formación pro-
fesional ocupacional.

Artículo 21.º Modificación, suspensión y extinción de
las ayudas.

Uno. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo
21.Nueve de la Ley 9/1993, de 30 de diciembre, de Pre-
supuesto de la Comunidad Autónoma Andaluza para
1994, prorrogado para 1996, toda alteración de las con-
diciones tenidas en cuenta para la concesión de una sub-
vención, así como la obtención concurrente de subven-
ciones o ayudas, otorgadas por esta u otras Administra-
ciones o Entes públicos o privados, nacionales o no, podrá
dar lugar a la modificación de la Resolución o del Convenio
suscrito.

Dos. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18
del Decreto 28/1995, si la entidad colaboradora en el
desarrollo de las acciones formativas incumpliera alguno
de los extremos exigidos en el citado Decreto, en esta
Orden, en los Convenios de Colaboración o Resoluciones
de concesión de subvención y demás normativa aplicable,
así como en caso de falsificación de datos o cualquier
otra acción fraudulenta, tendrá lugar la suspensión de la
ayuda concedida.

Tres. Los supuestos previstos en el apartado anterior
podrá ser igualmente motivo para que, previa audiencia
al interesado, se origine la resolución del convenio, se
ordene la extinción, total o parcial de la subvención, y
en virtud de lo establecido en la normativa legal aplicable,
tenga lugar la devolución de las cantidades percibidas en
concepto de anticipo a la Tesorería General de la Junta
de Andalucía.

Cuatro. Cualquier modificación de lo establecido en
las correspondientes Resoluciones, y/o Convenios de Cola-
boración, deberá ser objeto de previa autorización del
Organo competente para resolver de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 16 del Decreto 28/1995, de 21 de
febrero. Si se efectuaran modificaciones sin la citada auto-
rización, se considerará extinguida total o parcialmente
la subvención y la entidad deberá devolver las cantidades
que hubiese percibido.

Cinco. La asistencia de los alumnos a los cursos será
gratuita, y la percepción de cualquier cantidad por tal con-
cepto por parte de la entidad que lo imparta será causa
de extinción de la subvención e implicará la obligación
de devolver la cantidad indebidamente percibida, sin per-
juicio de la aportación de la empresa prevista en el artículo
11.Dos de esta Orden para el supuesto de alumnos
ocupados.

Seis. En lo no previsto en este artículo se estará a
lo dispuesto en el artículo 21.Trece y 22 de la Ley 9/1993,
de 30 de Diciembre de Presupuesto de la Comunidad Autó-
noma Andaluza para 1994, prorrogado para el ejercicio
1996.

Artículo 22.º Reintegro.
Procederá el reintegro total o parcial de las subven-

ciones o compensaciones económicas percibidas en los
siguientes supuestos:

a) Incumplimiento de la finalidad para la que fueron
concedidas o de las condiciones impuestas para su rea-
lización en la Resolución o Convenio, salvo autorización
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formal del cambio producido por parte del órgano com-
petente.

b) Subcontratación de la ejecución de los cursos apro-
bados con un tercero no autorizado como agente externo.

c) Incumplimiento de las obligaciones establecidas
para las empresas en el Convenio suscrito al efecto para
la realización de las prácticas profesionales complemen-
tarias.

d) Incumplimiento por parte de la Entidad o, en su
caso, del agente externo, de la obligación de justificar los
gastos realizados de acuerdo con las condiciones exigidas
en la presente Orden, así como en la Resolución o Con-
venio que se suscriba al efecto.

e) Obtención de las subvenciones o compensaciones
correspondientes sin reunir las condiciones requeridas para
ello en el Decreto 28/95, de 21 de febrero.

f) Incumplimiento total o parcial del compromiso de
contratación asumido en su caso por la entidad, salvo
que el órgano competente para resolver estime la con-
currencia de causa suficientemente justificada para ello,
que deberá hacerse constar en la Resolución motivada
al efecto.

g) Suspensión de la acción formativa por cualquiera
de las causas previstas en esta Orden.

h) Incumplimiento de la obligación de justificar.
i) Cualquier otro incumplimiento de disposiciones lega-

les o normativas aplicables.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. En todo lo no dispuesto en esta Orden será
de aplicación supletoria el Real Decreto 631/1993, de
3 de mayo, por el que se regula el Plan Nacional de For-
mación e Inserción Profesional, Orden de 13 de Abril de
1994, de desarrollo del citado Decreto, modificada por
orden de 20 de Septiembre de 1995, o normas que lo
sustituyan y/o desarrollen.

Segunda. La excepción prevista en el artículo 13.Tres
del Decreto 28/1995, para la participación en la ejecución
de los programas del mismo de entidades que sin estar
homologadas como centro colaborador, reúnan las con-
diciones técnico-docentes exigibles para ello, será auto-
rizada con carácter previo por el Director General de For-
mación Profesional y Empleo.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Se faculta a la Dirección General de For-
mación Profesional y Empleo para adoptar las medidas
necesarias para la aplicación y desarrollo de esta Orden.

Segunda. La presente Orden entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía.

Sevilla, 22 de enero de 1996

RAMON MARRERO GOMEZ
Consejero de Trabajo y Asuntos Sociales

ORDEN de 22 de enero de 1996, por la que
se regula la convocatoria de ayudas públicas corres-
pondientes al ámbito competencial del Instituto
Andaluz de Servicios Sociales, para el ejercicio de
1996.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley 2/1988, de 4 de abril, de Servicios Sociales
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, establece en
sus artículos 27, 28 y 29 la colaboración financiera con
las Corporaciones Locales y con las entidades privadas

sin ánimo de lucro para la satisfacción de las necesidades
sociales de los individuos y colectivos de población que
por sus circunstancias lo precisen.

En respuesta al mandato de esta Ley, el Plan Andaluz
de Servicios Sociales, ordena y racionaliza los recursos del
Sistema Público Andaluz de Servicios Sociales para obtener
su mayor rentabilidad social, estableciendo las pautas de
actuación a seguir en el período 1993-1996, entre las
cuales se enmarca esta convocatoria de ayudas públicas.

Por otra parte, la Ley de Presupuesto de la Comunidad
Autónoma de Andalucía para 1994 prorrogada para el
presente año, incluye los créditos necesarios para hacer
frente a la contribución financiera de la Junta de Andalucía
para el desarrollo de los programas y servicios cuya com-
petencia corresponde al Instituto Andaluz de Servicios
Sociales. Por todo lo cual, se procede a regular con la
presente Orden el régimen unificado de ayudas públicas
para el ejercicio de 1996, determinándose, asimismo, el
procedimiento para su solicitud, tramitación y concesión.

En uso de las facultades que me han sido conferidas,
a propuesta de la Dirección-Gerencia del Instituto Andaluz
de Servicios Sociales,

D I S P O N G O

CAPITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto.
Las normas contenidas en la presente Orden cons-

tituyen el marco de actuación y régimen jurídico aplicable
a la concesión de ayudas públicas correspondientes al área
competencial del Instituto Andaluz de Servicios Sociales,
dentro del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, para 1996.

Artículo 2. Destinatarios.
Las ayudas correspondientes al área competencial del

Instituto Andaluz de Servicios Sociales tienen por finalidad
la atención a los siguientes colectivos:

- Primera Infancia.
- Personas Mayores.
- Personas con Minusvalía.

Artículo 3. Exclusiones.
Quedan excluidas expresamente de la presente con-

vocatoria:

a) Las ayudas para: Atención al niño, drogodepen-
dientes, migraciones (incluidas las guarderías infantiles
temporeras en todas sus modalidades), minorías étnicas
y grupos con graves problemas sociales, reguladas en su
propia convocatoria.

b) El mantenimiento, los programas y prestaciones
básicas de servicios sociales comunitarios, regulados por
su propia normativa, así como las ayudas a intervenciones
de carácter comunitario contempladas en la Orden de la
Consejería de Trabajo y Asuntos Sociales por la que se
regula la cooperación con los Ayuntamientos de más de
20.000 habitantes para el desarrollo de los Servicios Socia-
les Comunitarios.

Artículo 4. Clases de ayudas.
Las ayudas públicas reguladas en la presente dispo-

sición podrán ser individuales o institucionales:

1. Se consideran ayudas individuales, las concedidas
a personas físicas que precisen del servicio, bien o tra-
tamiento para el que se concede la ayuda y reúnan los
requisitos específicos exigidos para ello, según lo estable-
cido en el capítulo III de la presente Orden.


